
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

1.-	 Prescripción de las obligaciones de la Hacienda Pública. 

2.-	 Indique si las siguientes afirmaciones son verdaderas (V) o falsas (F): 

En la tramitación de un expediente de crédito extraordinario son necesarios 

informe de la Dirección General de Presupuestos y dictamen del Consejo de 

Estado. 

El Ministro de Economía y Hacienda podrá acordar la modificación del número de 

anualidades previstas en el artículo 47 de la Ley General Presupuestaria. 

La modificación presupuestaria que incrementa los créditos como consecuencia de 

la realización de determinados ingresos no previstos o superiores a los 

contemplados en el presupuesto inicial se denomina suplemento de crédito. 

Los anticipos de tesorería tienen carácter excepcional y son concedidos por el 

Gobierno, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda. 

El Gobierno es competente para autorizar una transferencia de crédito entre 

distintas secciones presupuestarias como consecuencia de reorganizaciones 

administrativas. 

3.-	 Explique brevemente, de acuerdo con el artículo 73 de la Ley 47/2003, de 26 de 

noviembre, General Presupuestaria, las fases del procedimiento general de ejecución de 

los gastos dentro del ámbito de los distintos departamentos ministeriales y mencione los 

documentos contables que se expiden en cada una de las distintas fases. 

4.-	 Indique si las siguientes afirmaciones son verdaderas (V) o falsas (F): 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

La Ley General de Subvenciones se aplica directamente a las subvenciones 


financiadas con fondos de la Unión Europea. 


La Ley General de Subvenciones y su Reglamento son aplicables a las 


subvenciones otorgadas por las Comunidades Autónomas. 


El otorgamiento de subvenciones requiere la previa aprobación de la norma que 

apruebe sus bases reguladoras. 

La competencia para conceder subvenciones no se puede desconcentrar. 


La concesión de subvenciones, en todo caso, se realizará mediante el procedimiento 


de concurrencia competitiva. 


La resolución de concesión de una subvención conlleva el compromiso del 


correspondiente gasto.
 

La cuenta justificativa simplificada es una forma de justificación de subvenciones. 


En ningún caso, las subvenciones pueden ser objeto de reintegro. 

5.-	 Fases de la gestión del presupuesto de ingresos, según el artículo 80 de la Ley 47/2003, de 

26 de noviembre, General Presupuestaria. 

6.-	 Indique qué entidades de las enumeradas en el artículo 2 de la Ley 47/2003, de 26 de 

noviembre, General Presupuestaria se integran en el sector público administrativo, 

empresarial y fundacional. 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

7.- Efectos de la falta de la función interventora, cuando ésta fuera preceptiva y se hubiese 

omitido. Procedimiento a seguir para subsanar dicha omisión. 

8.-	 Ámbito de aplicación de las Normas de Auditoría del Sector Público. 

9.-	 Situaciones en que procede el reintegro de las cantidades percibidas según lo estipulado 

en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 

10.-	 La remisión del expediente a la Intervención a través de sistemas informáticos. 

11.-	 Indique si las siguientes afirmaciones son verdaderas (V) o falsas (F): 

Como supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica el 


Tribunal de Cuentas tiene limitadas sus competencias al sector público estatal. 


El Tribunal de Cuentas extiende su jurisdicción a todo el territorio nacional. 


En los Presupuestos Generales del Estado el presupuesto del Tribunal de Cuentas 

no forma una sección independiente.
 

El Tribunal de Cuentas ejerce sus funciones con plena independencia y 


sometimiento al ordenamiento jurídico.  


Los conflictos sobre las competencias del Tribunal de Cuentas son resueltos por el 

Gobierno.
 

La Cuenta General del Estado se forma por el Tribunal de Cuentas. 


El Tribunal de Cuentas realiza el examen y comprobación de la Cuenta General 

del Estado por delegación del Gobierno. 




 

 

 
 

 
  

 

 

 

 

 

 

 

 

En el ejercicio de su función fiscalizadora el Tribunal de Cuentas enjuicia la 
responsabilidad contable. 

La función fiscalizadora del Tribunal de Cuentas es calificada como fiscalización 
externa. 

El informe que cada año el Tribunal de Cuentas debe remitir a las Cortes 
Generales está referido únicamente a su función de fiscalización. 

12.-	 Iniciación del procedimiento de apremio y motivos de su impugnación. 

13.-	 Indique a qué período impositivo, a efectos del Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas, se imputarán las siguientes rentas: 

a) 	 Cuando no se hubiera satisfecho la totalidad o parte de una renta, por encontrarse 

pendiente de resolución judicial la determinación del derecho a su percepción o su 

cuantía. 

b) 	 Cuando por circunstancias justificadas no imputables al contribuyente, los 

rendimientos derivados del trabajo se perciban en períodos impositivos distintos a 

aquéllos en que fueron exigibles. 

c) 	 La prestación por desempleo percibida en su modalidad de pago único, de acuerdo 

con lo establecido en la normativa laboral. 

d) 	 En el caso de operaciones a plazos o con precio aplazado, cuando el pago se hubiese 

instrumentado, en todo o en parte, mediante la emisión de efectos cambiarios y éstos 

fuesen transmitidos en firme antes de su vencimiento. 

e) 	 Las diferencias positivas o negativas que se produzcan en las cuentas 

representativas de saldos en divisas o en moneda extranjera, como consecuencia de 

la modificación experimentada en sus cotizaciones. 

14.-	 Una Empresa, cuya actividad es la fabricación de muebles, con domicilio social en 



 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Madrid, en el ejercicio 2007 ha realizado las siguientes operaciones: 


1) Ventas en la Península y Baleares, por importe de 2.000.000 euros. 


2) Ventas en Canarias, Ceuta y Melilla, por importe de 300.000 euros. 


3) Ventas en Chile, por importe de 200.000 euros. 


4) Envíos de muebles a un almacén propio, que tiene en Casablanca, por importe de
 

100.000 euros. 

5) Adquiere una nave industrial a una promotora constructora, por importe de 70.000 

euros. 

Indique si dichas operaciones se consideran no sujetas o sujetas y, en este último caso, si 

gozan o no de exención en el Impuesto sobre el Valor Añadido. 

15.- Indique si las siguientes afirmaciones son verdaderas (V) o falsas (F): 

Las Comunidades Autónomas no precisan, en ningún caso, autorización del Estado 

para la emisión de deuda o para la concertación de operaciones de crédito. 

El Fondo de Suficiencia cubre la diferencia entre las necesidades de gasto de cada 

Comunidad Autónoma y Ciudad con Estatuto de Autonomía propio y su 

capacidad fiscal. 

Se considera producido en el territorio de una Comunidad Autónoma el 

rendimiento cedido del Impuesto sobre el Valor Añadido que corresponda al 

consumo en el territorio de dicha Comunidad Autónoma, según el índice de 

consumo territorial certificado por el Instituto Nacional de Estadística y elaborado 

a efectos de la asignación del Impuesto sobre el Valor Añadido por Comunidades 

Autónomas. 

Se encuentran cedidos íntegramente el Impuesto sobre la Electricidad, el Impuesto 

Especial sobre Determinados Medios de Transporte y el Impuesto sobre 



 

 

 

Hidrocarburos. 

El Fondo Complementario previsto en la Ley 22/2001, de 27 de diciembre, se 

dotará anualmente para cada Comunidad Autónoma y Ciudad con Estatuto de 

Autonomía propio, con una cantidad equivalente al 33,33 por 100 de su respectivo 

Fondo de Compensación. 


